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cial que par ello se requiere no puede ser incluida dentro
del delito de intrusismo.

. 2. No es otra la situación de hecho contemplada por
la resolución que ahora se recurre en amparo..EI d.e!!,.an­
dante ha sido condenado como autor de un delito tIpIfica­
do en el arto 321.1 C.P. por ejercer actos propios de la pro­
fesión de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria sin poseer
titulo para ello lo que nos lleva a concluir, de acuerdo ~on

la doctrina jurisprudencial an~e.s expu~sta, que la aplica­
ción judicial de la norma p~nltlva re.allz?da en este caso
constituye una interpretaclOn extens.lva In malam pal"!em
del término «título» contenido en dicho precepto. DIcha
aplicación extensiva excede de los estrictos límites de ·Ia
legalidad ordinaria para incidir sobre principios y valore~

constitucionales protegidos por el arto 25.1 C.E. De aqUl
que el recurso de amparo, si~ necesidad de mayores con­
sideraciones, haya de ser estImado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ramón Palou de
Comasema Echevarría y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a no ser con­
denado por un hecho ql;le no constituya delito.

2.° Declarar la nulidad de las Sentencias dictadas por
el Juzgado de lo Penal núm. 5 de Palma de Mallorca, con
fecha de 2 de marzo de 1991, y por la Audiencia Provincial
de esa misma ciudad, con fecha de 22 de julio de 1991, re­
caídas en el procedimiento abreviado núm. 487/1990.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid'a catorce de junio de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guérra.-Eugenio Díaz
Eimil.":""Alvaro Rodríguez Bereijo.-:José Ga~aldó~
López.-Julio Diego González Campos.~Carl·es Vlver PI­
Sunyer.-Firmado y rubricado.

Sala Segunda. Sentencia 201/1993, de 14 de
junio de 1993. Recurso de amparo 2.44-1/1991.
Contra Sentencias del Juzgado de lo Penal
núm. 2 y de la Audiencia Provincial de Navarra,
recaídas en procedimiento abreviado, cond.e­
natorias del recurrente como autor de un delIto
de intrusismo. Vulneración del principio de le­
galidad penal: aplicación extensiva del tipo de­
finido en el arto 321.1 C.P.

. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presiden~.e;don Euge~

nía Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez BerelJo, don Jose .
Gabaldón López, don Julio Diego González Camp~s y don
Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados; ha pronunCiado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.441/1991, promovido
por don José Tomás García Zabalza, representado por el

Procurador de los Tribunales don Antonio Andrés García
Arribas y asistido por el Letrado don Ramón Mú,gica AI­
corta contra Sentencia del Juzgado de lo Penal numo 2 de
Nava'rra, y contra la Sentencia de I~ Audiencia Provinci~1
de esa misma ciudad, de 5 de nOViembre de 1991, recal­
das en el procedimiento abreviado nún. 471/1~90. Ha sido
parte el Colegio Oficial de Agentes de la PropIedad Inmo­
biliaria de Navarra, representado por el Procurador de los
Tribunales don José Manuel de Dorremochea Aramburu y
asistido por el Letrado don José Lecumbe.rri Jiménez, y el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Car­
Ies Viver Pi-Sunyer, quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 20
de noviembre de 1991, el Procurador de los Tribunales
don Antonio Andrés García Arribas, en nombre y repre­
sentación de don José Tomás García Zabalza, interpuso
recurso de amparo contra la Sentenciadel Juzgado de lo
Penal núm. 2 de Pamplona y contra la Sentencia de Ié!
Audiencia Provincial de Navarra, de fecha 5 de noviembre
de 1991, en las que se condenó al demandante por un
delito de usurpación de funciones.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda,
según se desprende ae la !TIis~a y de. la ~ocumentación
que la acompaña, son en smtesls los sigUientes:

a) El recurrente de amparo, miembro de la autode­
nominada Asociación Profesional de Gestores Interme­
diarios en Promociones de Edificaciones (G.I.P.E.), venía
ejerciendo profesionalmente la actividad.de: inter'!lediario
inmobiliario en una oficina abierta al publico baJo la de­
nominación de «J.O.G.A.R., S. L.», sin estar en posesión
del título oficial de Agente de la Propiedad Inmobiliaria,
cuando a consecuencia de una denuncia presentada por.
el Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria
de Navarra, fue condenado por Sentencia del Juzgado de
laPenal núm. 2 de Pamplona, como autor de un delito de
intrusismo del arto 321.1 C.P., a la pena de seis meses y un
día de prisión menor, accesorias y costas.

b) Presentado recurso de apelación contra la anterior
resolución, fue desestimado por la Sentencia de la Au- .
diencia Provincial de Navarra; de 5 de noviembre de 1991.

3. La representación del recurrel')te con~idera que
las Sentencias recurridas han vulnerado, en primer lugar,
su derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el
arto 24.1 C.E., al haberse negado tanto el órgano judici~1

de instancia como el de apelación a plantear ante el Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas, de con­
formidad con lo dispuesto en el arto 177 T.C.E.E., una
cuestión prejudicial acerca de la compatibilidad del Real
Decreto 1.464/1988, de 2 de diciembre, en el que se atri­
buye la exclusividad de las activid.ades en el ~e:ct?r in­
mobiliario a los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y a
los Administradores de Fincas, con lo dispuesto en el arto
3 de la Directiva del Consejo 67/43/C.E.E., de 12 de enero,
relativa a la realización de la libertad de establecimiento y
de la libre prestación de servicios para las acti.vid?des n~
asalariadas incluidas en el sector de los negocIos mmobl­
liarios.

Finalmente, por lo que se refiere a la pretendida vul-
. neración del principio de legalidad penal, se alega ,;n la
demanda que el recurrente ha sido condenado en Virtud
de una interpretación extensiva del arto 321.1 C.P. que re­
sulta prohibida en virtud de las exigencias derivadas de
dicho principio, elevado por el arto 25.1 al rango de dere­
cho subjetivo protegible en vía de amparo.

En consecuencia, el recurrente pide a este Tribunal
que anule las Sentencias impugnadas y que, entretanto,
acuerde suspender la ejecución de las mismas.
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4. Por providencia de 2 de marzo de 1992, la Sec­
ción Cuarta de la Sala Segunda de este Tribunal acordó
admitir a trámite la presente demanda de amparo, así
como formar la oportuna pieza separada de suspensión y,

, de conformidad con lo dispuesto en el arto 56 L..O.T.C.,
conceder al recurrente y al Ministerio Fiscal un plazo de
tres días para que alegaran cuanto estimasen pertinente
en relación con dicha suspensión. Tras los escritos de ale­
gaciones de las partes, este último incidente fue resuelto
mediante Auto de 30 de marzo del mismo año por el que
se acordó la suspensión de la pena privativa de libertad y
accesorias impuestas al recurrente.

5. Por providencia de 6 de abril de 1992. la Sección
Cuarta acordó tener por personado en el procedimiento al
Procurador don Manuel Dorremochea Aramburu, ~n nom­
bre y representación del Colegio Oficial de Agentes de la
Propiedad Inmobiliaria de Navarra, así como dar vista a
las partes personadas y al Ministerio Fiscal de las actua­
ciones remitidas por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de
Pamplona y por la Audiencia Provincial de Navarra para
que, en el plazo de veinte días, formulasen las alegaciones
que estimaran pertinentes, de conformidad con lo dis­
puesto en el arto 52.1 L.O.T.C.

6. Por escrito' presentado en este Tribunal el 13 de
mayo de 1992, el Procurador don Antonio Andrés García
Arribas, en nombre y representación del recurrente, eva­
cúa el traslado conferido de alegaciones, que, tras hacer
una relación de los hechos, así como de los fundamentos
de derecho, ratifica íntegramente la demanda de amparo
interpuesta.

7. Mediante escrito de alegaciones de fecha 13 de
mayo de 1992, el Procurador de los Tribunales don Ma­
nuel Dorremochea Aramburu, en nombre y representa­
ción del Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad In­
mobiliaria de Navarra, manifiesta, en primer lugar, que
no pude decirse, a la vista de que los órganos judiciales de
instancia y apelación en ningún momento abrigaron
dudas sobre la intepretación que había de darse a las nor­
mas comunitarias alegadas por el recurrente ni sobre su
falta de aplicación ante el T.J.C.E. de la cuestión prejudi­
cial haya supuesto una vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva; Por otra parte no siendo las disposiciones
de la Directiva C.E.E. 67/43/C.E.E. de aplicación al caso en­
juiciado, necesariamente ha de concluirse que la omisión
de planteamiento ante el T.J.C.E. de una cuestión prejudi­
cial sobre la compatibilidad de las mismas con el Real
Decreto 1.464/1988 no ha supuesto vulneración alguna
del derecho a la tutela judicial efectiva.

~e aduce por otra parte, frente a la pretendida vulne­
ración del principio de legalidad penal invocada por el re­
currente, que la subsunción de la conducta enjuiciada en
el tipo delictivo contenido en el arto 321.1 C.P., realizada en
virtud de una cierta interpretación del mismo, constituye
una cuestión de legalidad ordinaria no revisable en sede
constitucional.

8. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día
24 de abril de 1992, el Ministerio Fiscal se opone a todos y
cada uno de los motivos invocados por la representación
del recurrente, estimando, en primf;lr lugar, que no ha ha­
bido vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva,
ya que las resoluciones judiciales impugnadas contienen
una motivación fundamentada de su negativa al plantea~
miento ante el T.J.C.E. de la cuestión prejudicial solicitada.
Finalmente rechaza el Ministerio Fiscal en su escrito de
alegaciones que se haya producido una infracción del arto
25.1 C.E. por el hecho de haber procedido los órganos ju­
diciales a la aplicación del arto 321.1 C.P., ya que lainter­
pretación que de los tipos penales lleven a cabo los órga­
nos judiciales constituye una cuestión de mera legalidad"
que no puede ser revisada por este Tribunal. En conse-

cuencia, el Ministerio Fiscal concluye interesando la de­
sestimación del presente recurso de amparo.

9. Por providencia de 10 de junio de 1993, se acordó
señalar para deliberación y votación de esta Sentencia el
día 14 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La STC 111/1993, pronunciada por el Pleno de este
Tribunal el 25 de marzo de 1993, cuyos presupuestos y
motivos coinciden sustancialmente con los que son obje­
to ahora de resolución, otorgó el amparo al allí deman­
dante por haber infringido la Sentencia impugnada al prin­
cipio de legalidad penal contenido en el arto 25.1 C.E. Por
este motivo, sin necesidad de detenernos en el análisis de
las diversas vulneraciones de derechos fundamentales
que se han invocado en la presente demada, debe exami­
narse con carácter preferente la relativa a la violación de
este derecho fundamental, pues, de concluir que la misma
queja debe dar lugar al otorgamiento del amparo en este
caso, sería superfluo e innecesario el examen de los
demás derechos invocados. .

Sostiene el recurrente que la condena que se le ha im­
puesto parte de una interpretación extensiva del término
«título» utilizado por el arto 321.1 C.P. que es incompatible
con las exigencias derivadas del arto 25.1 C.E., por suponer
la misma una aplicación del tipo penal a supuestos de
'hecho no comprendidos en él. En la Sen~encia del Pleno,
antes citadas, y en las que, como consecuencia de ella, re­
cayeron en las SSTC 131/1993, 132/1993, 133/1993,
134/1993, 135/1993, 136/1993, 137/1993, 138/1993, 139/1993
Y 140/1993 de la Sala Primera de este Tribunal, se decía
que el ejercicio de actos propios de la profesión de Agen­
te de la Propiedad Inmobiliaria, sin poseer la correspon­
diente titulación oficial, y la subsunción de tal conducta en
.el arto 321.1 C.P., obedece a una interpretación extensiva
de dicho precepto que resulta incompatible con las exi­
gencias dimanantes del principio de legalidad, consagrado
en el arto 25.1 C.E., en virtud de las cuales el «título» al que
dicha norma se refiere ha de identificarse con un «título
académico». Como quiera que la titulación exigida para
ejercer la profesión de Agente de la Propiedad Inmobilia­
ria no es «académica», la conducta de quien realiza actos
propios de dicha profesión sin poseer la capacitación ofi­
cial que para ello se requiere no puede ser incluida dentro
del delito de intrusismo. .

2. -No -es otra la situación de hecho contemplada por
la resolución que ahora se recurre en amparo. El deman­
dante -ha sido condenado como autor de un delito tipifica­
do en el arto 321.1 C.P. por ejercer actos propios de la pro­
fesión de Agentes de laPtopiedad Inmobiliaria sin poseer
título para ello lo que nos lleva a concluir, de acuerdo con
la doctrina jurisprudencial antes expuesta, que la aplica­
ción judicial de la norma punitiva realizada en este caso
constituye una interpretación extensiva in ma/am partem
del término «título» contenido en dicho precepto. Dicha
aplicación extensiva excede de los estrictos límites de la
legalidad ordinaria para incidir sobre principios y valores
constitucionales protegidos por el arto 25.1 C.E. De aquí
que el recurso de amparo, sin necesidad de mayores con­
sideraciones, haya de ser estimado.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE lA
NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Tomás Gar­
cía Zabalza y, en su virtud:
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1.° Reconocer el derecho del recurrente a no ser COn­
denado por un hecho que no constituya delito'.

. 2.° Declarar la nulidad de las Sentencias dictadas por
el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Pamplona, con fecha de
28 de noviembre de 1990, y por la Audiencia Provincial de
Navarra, con fecha de 5 de noviembre de 1991, recaídas
en los autos de procedimiento abreviado núm. 471/1990.

Publíqueseesta SentenCia en el «Boletín Oficial del
Estado». .

Dada en Madrid a catorce de junio de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver Pi­
Sunyer.-Firmado y rubricado.

18873 Sala Primera. Sentencia 20211993, de 14 de
. junio de 1993. Recurso de amparo 962/1992.
Contra Autos de la Audiencia Provincial de
Madrid que declararon .desierto y prescrito. el
recurso de apelación contra Sentencia del Juz­
gado de Instrucción núm. 11 de la misma ciu-.
dad, en juicio de faltas. Vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva: indefensión de­
bida a falta de citación por el órgano judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, cornpues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, P.resi­
dente; don Fernando García-Mon.y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villa Ión, Magistrados; ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

113 siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 962/1992, interpuesto
por la Procuradora de los Tribu'1ales doña Nuria Solé
Batet, en nombre y representación de don Luis Miguel
del Río Alonso, asistido del Letrado don Miguel Jacobo
Aranegui van Ingen contra los Autos de la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Madrid de 21 de junio de
1991 y 7 de abril de 1992, que declararon desierto y pres­
crito, respectivamente, el recurso de apelación contra la
Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 11 de Madrid,
de 9 de abril de 1991, en juicio de faltas núm. 104/1991. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magis­
trado don Pedro Cruz Villa Ión, quien expresa el parecer de
la Sala.

1. Antecedentes

1. Por medio de escrito registrado en este Tribunal
el 10 de abril de 1992, don Luis Miguel del Río Alonso
manifiesta su deseo de interponer recurso de amparo
contra los' Autos de la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Madrid, de 21 de junio de 1991 y 7 de abril
de 1992, que declararon desierto y prescrito el recurso de
apelación contra la Sentencia del Juzgado de Instrucción
núm. 11 de Madrid, de 9 de abril de 1991, en el juicio de
faltas núm. 104/1991. Designada la representación pro­
cesal de oficio, el 3 de julio de 1992 doña Nuria Solé
Batet, Procuradora de los Tribunales, formaliza la de­
manda de amparo.

2. La demanda se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos:

a) ..El Juzgado de Instrucción núm. 11 de Madrid dictó
Sentencia en fecha 9 de abril de 1991 por la que condenac

ba al hoy recurrente en amparo, como autor de una falta
de vejaciones injustas de carácter leve del arto 585 C.P., a
la pena de 5.000 pesetas de multa o trlils .días de arresto
sustitutorio en caso de impago. Interpuesto recurso de
ap!'llación contra la resolución anterior, éste se declaró
desierto por Auto de 21 de junio de 1991.

b) Con fecha 18 de marzo de 1.992, la Secretaría de la
Audiencia Provincial de Madrid remite a la Sección Quinta
de la misma los escritos de personación del apelante y
apelado, haciendo constar que no se enviaron en su día
junto con la causa por existir «un error en el registro».

c) Dicha Sección Quinta dicta Auto de fecha 7 de
abril de 1992 declarando prescrito el recurso de apelaci.ón
por transcurso del plazo legal. Por providencia de 9 de
abril de 1992 se declara no haber lugar al recurso de queja
formL!lé!do.

3. La representación del recurrente considera que las
resoluciones mencionadas vulneran el arto 24 C.E., al pro­
ducirse indefensión y no obtener el derecho a la tutela
judicial efectiva. Alega que, interpuesto en tiempo y forma'
el recurso de apelación y recibida la cédula de notificación
y emplazamiento, el actor se personó en la Audiencia el
mismo día 23 de marzo de 1991 y que un año después (el
16 de marzo de 1992) fue requerido para que hiciese efec­
tiva la multa de 5.000 pesetas a la que fue condenado por
el Juzgado de Instrucción núm. 11, cosa que hizo aunque
manifestara que no había sido citado para la apelación,
por 1-0 quese formuló recurso de queja, solicitando la de­
volución del importe de la multa satisfecha. Por providen­
cia de 9 de abril de 1992 se declara nO haber lugar al
mismo «por no invocarse la resolución recurrida»; por
otra parte, a pesar de que el Secretario de la Audiencia
Provincial hace Constar en diligencia que no 'se enviaron
en su día los escritos de personación junto con la causa
por existir «un error en el registro» y enviarlos el 18 de
marzo de 1992, la Sección Quinta dicta Auto el·7 de abril
siguiente declarando prescrito el recurso de apelación. En
consecuencia, solicita de este Tribunal que otorgue el am­
paroy declare la nulidad de las resoluciones impugna­
das, así como la devolución de la multa impuesta.

4. Por providencia de 28 de septiembre de 1992, la
Sección Segunda (Sala Primera) acordó tener por recibido
el escrito de la Procuradora Sra. Solé Batet, formulando la
demanda de amparo en el presente recurso; admitir a trá­
mite la demanda de amparo formulada por don Luis Mi­
guel del Río Alonso sin perjuicio de lo que de lo que resul­
te de los antecedentes; y, a tenor de lo dispuesto en el arto
51 L.O.T.C., requerir'a la Audiencia Provincial de Madrid y
al Juzgado de Instrucción núm. 11 de dicha capital, para
que en el plazo de diez días remitan respectivamente, tes­
timonio del rollo de Sala núm. 251/1991 y del juicio de fal­
tas núm. 104/1991; interesándose al propio tiempo se em­
plazará a quienes fueron parte en el mencionado procedi­
miento COn excepción del recurrente en amparo, que apa­
rece ya personado, para que en el plazo de diez días pue­
dan comparecer en este proceso constitucional, COn tras­
lado a dichos efectos de copia de la demanda presentada.

5. Por providencia de 29 de marzo de 1993, la Sec­
ción acordó tener por recibidas las actuaciones remitidas
por la Audiencia Provincial de Madrid y el Juzgado de
Instrucción núm. 11 de dicha capital, y, a tenor de lo dis­
puesto en el arto 52 L.O.T.C., dar vista de todas las actua­
ciones del.presente recurso de amparo por un plazo
comÚn de veinte días al Ministerio Fiscal y al solicitante
del amparo, para que dentro de dicho término pudieran
presentar las alegaciones pertinentes.


